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Presentación 



En el mes de julio de 2006 se organizó en la «Sede Ciudad de Alicante» -centro cultural de la Universidad de Alicante-, que yo dirigía en aquel momento, un ciclo de conferencias sobre los aspectos jurídicos de la corrupción urbanística. Ese es el origen de este libro, origen que, en algún caso, incluso se ve reflejado en la voluntad de conservar estrictamente el formato de conferencia porque, así, tiene un valor añadido: el de servir de documento de referencia en el inicio de los estudios y debates en una materia que, como luego indicaré, está poco tratada en los círculos jurídicos españoles. La acogida de un público compuesto por especialistas -en Derecho o en materias urbanísticas- y ciudadanos inquietos por la deriva de la corrupción, junto con la constatación de la existencia de opiniones más que interesantes, que apenas si han encontrado una vía de expresión amplia, fue lo que nos decidió a sacar adelante la obra que el lector tiene ahora en sus manos.

No todos los que participaron en aquel coloquio están presentes en este volumen: razones de trabajo han impedido a algún participante trasladar aquí sus propuestas, lo que no impide que yo les muestre mi pública gratitud. Sin embargo, el libro se ha visto enriquecido con aportaciones sumamente interesantes que no pudieron formularse en el mencionado conjunto de conferencias. Todo ello configura un mosaico de opiniones jurídicas con cierto carácter pionero en la temática que nos ocupa. Las aproximaciones son múltiples e, incluso, se han incluido visiones más genéricas, experiencias que rebasan las fronteras españolas. Si hubiera que buscar un punto de convergencia, ese sería la toma de conciencia común sobre la existencia de un problema que se está enquistando, pervirtiendo las relaciones políticas y jurídicas, y que precisa de esta pluralidad de enfoques para encontrar posibles soluciones.

Está, pues, reflejado en el libro el convencimiento de que no hay recetas fáciles. La convicción, incluso, de que un Derecho en soledad no podrá proporcionar soluciones estables. Pero, también, que muchas son las actuaciones que el Derecho pueden y deben acometer, desde un amplio abanico de perspectivas: la innovación legal en materia procesal, mercantil o administrativa; la precisión en los tipos penales o, quizá, en la creación de nuevos tipos; la elaboración de criterios interpretativos más finos que los hasta ahora utilizados en sede judicial.

Todo ello debería conducir a reafirmar la convicción primordial de que en el Estado de Derecho hay recursos para luchar contra esta plaga que contamina la misma vida democrática en muchos lugares, a la vez que es causa y efecto del agotamiento de territorios, de la destrucción de paisajes y de lugares de la memoria y de la generación de efectos sociales que pueden ser muy perniciosos a largo plazo. O, dicho de otra manera: que los poderes públicos no pueden ni deben quedarse de brazos cruzados, esperando que un cambio de ciclo económico acabe con las actuales barbaridades que, entre otras cosas, están difundiendo entre la ciudadanía un sentimiento de impotencia y frustración que afecta a la médula misma de la credibilidad de la política. Bueno sería, en todo caso, que también ahora se entendiera que el Derecho, su cumplimiento estricto, es el instrumento esencial para la realización de una política que no renuncia a la observancia de los valores inscritos en la propia Constitución.

Por todo ello es este un libro hecho por juristas. Juristas, si se me permite decirlo, con manifiesta sensibilidad social. Y es un libro para juristas, sobre todo porque los autores son conscientes, como antes dije, de la novedad del asunto en sus perfiles actuales pues, contra lo que a veces se opina, estamos ante un tipo de corrupción pública que poco tiene que ver con otras tristes experiencias conocidas en el período democrático: hay que remontarse al desarrollismo tardofranquista para encontrar algo similar. Por lo tanto, los mismos autores somos los primeros interesados en plantear los textos aquí recogidos como incitaciones para ulteriores reflexiones, considerándolos más como punto de partida que como conclusiones definitivas.

Pero, siendo un libro netamente jurídico y dirigido esencialmente a juristas, no es libro que únicamente se dirija a ellos. Y es que uno de sus prudentes objetivos sería el de establecer alguna forma de terreno común de diálogo con otras disciplinas científicas y técnicas: urbanistas, arquitectos, ingenieros, economistas, politólogos o sociólogos, entre otros, están también llamados a participar del esfuerzo intelectual y ético con sus sabefires particulares que no pueden ignorar, en esta materia, el Derecho. Y ojalá que este libro también fuera leído, y analizado, por políticos obligados a promover las necesarias reformas, por empresarios dignos y cansados de que se identifique su actividad con desviaciones de la ley, por integrantes de movimientos cívicos que, con gran esfuerzo, critican situaciones insostenibles y mantienen viva la esperanza.

Quizá sea excesiva la ambición que nos guía. El lector deberá juzgar, en definitiva, si estamos a las alturas de las circunstancias.

Aparte de agradecer vivamente la disponibilidad de cada uno de los autores para participar en el libro, debo ampliar ese agradecimiento dejando constancia especial de algunas personas que han colaborado en la realización de las Jornadas que están en su origen y en la propia edición, como el personal de la Sede Ciudad de Alicante, Jesús Pradells -Vicerrector de Extensión Universitaria de la Universidad de Alicante- y las profesoras Esperanza Gallego, Carmen Juanatey y Olga Fuentes.

Manuel ALCARAZ RAMOS







Urbanismo, corrupción y delincuencia 

Cándido CONDE-PUMPIDO 

Fiscal General del Estado 




I.  INTRODUCCIÓN

Excmo. Sr. Fiscal Jefe del T.S.J. de Valencia, Ilmo. Sr. Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial de Alicante, queridos amigos:

Como Fiscal General del Estado constituye para mí un honor y una satisfacción inaugurar este Ciclo de Conferencias que, sobre una materia, de tanta actualidad e interés como es la relación entre urbanismo y corrupción, ha organizado la Universidad de Alicante. Quiero expresamente agradecer a la Universidad y especialmente al Director de la sede, Manuel Alcaraz, la invitación que me permite encontrarme hoy con todos Vds.

El mundo universitario nos merece una especial atención desde la Fiscalía General del Estado. Personalmente siempre he sentido la Universidad como una especie de pulmón, de fuente de oxígeno en mi condición de jurista. La labor del Juez, y no digamos la del Fiscal General del Estado, impone permanentemente la necesidad de decidir sobre vidas y haciendas ajenas, y hacerlo además casi siempre con la información limitada y la reflexión restringida por los tiempos y las fronteras del proceso. Y si hablamos de la Jurisdicción Penal, lo habitual es que esa tarea sobrevuele lo más duro, por no decir lo más trágico, de la existencia humana, y en todo caso se proyecta sobre hechos que ya son irremediables, aunque sean sancionables.

En contraste, para el jurista práctico acostumbrado a ese corsé lógico y metodológico, la Universidad aparece como un territorio de libertad. Un extenso campo abierto a la reflexión, a la luz de un conocimiento potencialmente ilimitado, al intercambio de ideas y a la formulación de opiniones, sin más barreras que las que impone la razón ni más cauce que el debate civilizado. Y sobre todo, la Universidad es terreno de ilusión, de proyectos, de futuro. Por eso siempre he pensado que para el juez o el fiscal la Universidad es, y desde luego lo es para mí, el cordón umbilical que lo comunica con la inquietud intelectual más viva, que un jurista nunca debe perder. Por todo ello constituye siempre un placer volver al ambiente universitario, y más aún si este retorno se realiza en un ambiente relajado y amable como es el de los cursos de verano.

Debo confesar, en fin, que a estos sentimientos se une, además, un agudo interés por el tema que se me ha propuesto como objeto de esta intervención.

La interrelación del mundo académico con la Administración de Justicia es siempre enriquecedora para ambas partes, pero especialmente lo es cuando se trata, como hoy, de analizar fenómenos como la corrupción urbanística, cuya solución escapa a un simple análisis jurídico. Nos encontramos ante un reto integral para la sociedad, que debe abordarlo en su conjunto partiendo del análisis de la realidad para formular reflexiones teóricas y extraer de la teoría propuestas de soluciones concretas. En el tradicional debate sobre el valor comparado de la teoría y la práctica, siempre he señalado que no existe nada mas práctico que una buena teoría, pero también he descartado que la teoría no es más que una buena sistematización de la experiencia.

Confío que este foro pueda constituir un lugar de reflexión sobre los aspectos jurídicos del urbanismo y su notoria y alarmante relación con la corrupción política y, sobre todo, deseo que puedan arribar a conclusiones útiles que contribuyan a mejorar de alguna forma la intensa lucha que los poderes públicos y, especialmente el Ministerio Fiscal, ha emprendido contra este tipo de delincuencia.

Mi intervención en esta inauguración constituye un reflejo del interés y compromiso del Ministerio Público en esta materia, que, como es sabido, no solo tiene relación con la lucha contra la corrupción y con el necesario control de las actividades ilegales realizadas en el seno de las Administraciones públicas, sino también y muy intensamente con la necesidad de preservación integral del Medio Ambiente.

Por ello en esta introducción mi intención es proporcionar un esbozo muy general de la problemática actual derivada de la relación entre urbanismo y corrupción, sin entrar en análisis de problemas concretos que serán desarrollados, con seguridad de forma brillante, por los ilustres ponentes que con tanto acierto la Universidad ha seleccionado. Sí me gustaría detenerme un poco más en las actuaciones que como Fiscal General he emprendido con el objetivo de que el Ministerio Público pueda desarrollar su tarea de forma más eficaz en la lucha contra lo que se conoce como corrupción urbanística.

II.  COMPROMISO DEL MINISTERIO FISCAL CON LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Antes de entrar en la exposición del problema, debo recordar el compromiso público, asumido al inicio de mi mandato como Fiscal General del Estado ante la Comisión de Justicia del Congreso, de que el Ministerio Fiscal empeñará la máxima energía en la defensa del Medio Ambiente, dentro de cuyo concepto ampliamente considerado se encuentra la adecuada defensa de la ordenación del territorio. Me he propuesto conseguir que la sociedad encuentre, en el esfuerzo y trabajo de los Fiscales, la respuesta que reclama del órgano defensor de la legalidad y de los derechos de los ciudadanos para conservar adecuadamente el legado que vamos a dejar a las futuras generaciones.

Por ello, ya en enero de 2005 planteé a los Ministros de Medioambiente y Justicia la necesidad de introducir, en la primera Ley ambiental que se debatiera en las Cortes, la figura de Fiscal de Sala Delegado en materia de Urbanismo y Medio Ambiente, como cabecera y coordinador de una red de Fiscales medioambientales, con secciones en todas las Fiscalías. Se trataba de utilizar el mismo procedimiento a través del cual se había creado la figura de Fiscal de Sala Delegado para la violencia de género, es decir una Ley especial (la Ley integral) que modificase parcialmente el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. La iniciativa cuajó en la Ley de Montes, firmemente aprobada el 28 de abril del año en curso, pero ya antes de su aprobación se pusieron las bases de la nueva organización de la Instrucción de la Fiscalía General del Estado sobre Unidad de Actuación, y en el Decreto de diciembre de 2005 que creó la plaza de Fiscal Coordinador. Con esta Ley de realizó mediante una urgente y muy parcial modificación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, sin esperar a la tramitación de la importante modificación del Estatuto del Ministerio Público, cuyo proyecto ha sido aprobado el viernes por el Consejo de Ministros y que por tanto será debatido este otoño en las Cortes. Más adelante analizaré más extensamente esta nueva estructura y las funciones que corresponden a este Fiscal de Sala.

III.  ORDENACIÓN DEL TERRITORIO COMO PARTE DE LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE. PROTECCIÓN PENAL

La ordenación del territorio se ha convertido en un instrumento esencial no solo para el desarrollo económico equilibrado sino también para la mejora de la calidad de vida, la gestión responsable de los recursos naturales y para una integral protección medioambiental y así viene recogido en la Carta Europea de la Ordenación del Territorio, acordada en el Consejo de Ministros de Medio ambiente en el seno del Consejo de Europa, de forma que la protección completa del medio ambiente exige también y particularmente un tratamiento adecuado de la organización física del espacio.

En palabras de RUIZ VADILLO, ponente en la sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 1994, «en el urbanismo se encierra, nada más y nada menos, que el equilibrio de las ciudades y de los núcleos de población en general y, como el concepto de ciudad es abstracto, también incorpora el equilibrio físico y psíquico de las personas que en ellos viven: la armonía, la convivencia, las exigencias inexcusables de la ecología, de la naturaleza y del hombre, que tienen que coexistir buscando el ser humano el equilibrio mismo con el medio ambiente que le rodea y en el que vive». En resumen, con el sistema de ordenación del territorio se pone en juego nuestro porvenir.

El Tribunal Constitucional español ha puesto de relieve la necesidad de cohonestar el desarrollo económico con la protección medioambiental y ha dejado claro que la imposición de cargas adicionales para la protección del medio ambiente constituye una medida plenamente constitucional. A su vez, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha destacado —en sentencias como los casos Leybutcht, Santoña y Lappel Bank entre otras— la imprescindible necesidad de conjugar cualquier modelo de crecimiento con la protección del medio ambiente, dando preferencia incluso a la protección del medio ambiente frente a cualquier perspectiva meramente económica de desarrollo.

Todos somos conscientes que la preservación del medio ambiente se ha convertido en absoluta prioridad, tanto es así que no solo nuestra Constitución en su art. 45, consagra el derecho a disfrutar el medio ambiente, sino que la propia Constitución Europea —que esperamos sea finalmente retomada en un momento oportuno— sitúa el principio de «desarrollo sostenible» en el centro del proyecto europeo. De esta forma se propone actuar a favor de la creación de un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente.

Frente a iniciales posturas escépticas, la necesidad de la protección penal del medio ambiente contenida en el apartado 3.º del art. 45 de nuestra Carta Magna, que tantas dudas había provocado a quienes siempre optaron por preferir la imposición de sanciones administrativas, se ha reforzado también desde la Unión Europea.

La sentencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo de 13 de septiembre de 2005, por la que anula la Decisión Marco de 27 de enero de 2003, relativa a la protección del medio ambiente a través del Derecho penal, supone un paso definitivo. La sentencia acoge el recurso interpuesto por la Comisión, partidaria de actuar a través de una directiva y no de una Decisión Marco, fuente del Tercer Pilar. Los jueces europeos han optado decididamente por un Derecho penal comunitario y extraen del Tercer Pilar, y por tanto de la cooperación intergubernamental, la protección penal del medio ambiente para ubicarla en el centro del proyecto comunitario.

Esta decisiva sentencia admite que la protección del medio ambiente requiere medidas propiamente comunitarias que impongan a los Estados previsiones específicas y concretas de sanciones penales frente a conductas que atacan el medio ambiente. De esta forma el Tribunal se pronuncia directamente y por primera vez sobre las competencias penales de la Unión Europea y no deja de ser significativo que lo haga precisamente en el tema de la protección del medio ambiente.

Aceptando esta nueva perspectiva de protección del Medioambiente a través del Derecho penal, también en su aspecto referente a la ordenación urbanística, el Código Penal de 1995 acogió el tratamiento de los delitos contra la ordenación del territorio dentro del Título XVI, junto a los delitos contra el patrimonio artístico y el medio ambiente, con el objeto de reunir en un solo título esa protección absoluta y completa del medio ambiente.

De esta forma el legislador acaba con la tradicional exclusividad de la sanción administrativa contra la ilicitud urbanística, para adaptarse a la creciente conciencia social de la necesidad de responder de forma más contundente frente a desmanes en la edificación y construcción que producen daños gravísimos al interés general y frente a los cuales la administración urbanística ha sido en ocasiones incapaz de reaccionar suficientemente.

El traslado de la sanción de estas conductas ilegales desde el ámbito administrativo al penal no ha sido absolutamente pacífico, sin embargo, basta actualmente observar que la creciente conciencia social que avala la aplicación a estas conductas del Derecho penal para comprobar que la exigencia señalada por Mayer para garantizar el respeto al principio de intervención mínima del Derecho penal ha sido respetada por el legislador.

Incluso, podemos afirmar que si alguna polémica sobre la necesidad de sanción penal de algunas conductas correspondientes a las construcciones ilegales puede seguir existiendo, por el contrario, en lo referente a los delitos contra la ordenación del territorio, comprendidos en la llamada corrupción urbanística, hay pleno acuerdo sobre la necesidad de imposición de sanciones penales. En realidad, la tipificación particularizada de la prevaricación urbanística, que incorpora el art. 320 de nuestro Código Penal, no es más que la sanción específica de una conducta que ya se encuentra tipificada como prevaricación en la descripción general del art. 404 y cuya especial gravedad ha merecido que el legislador incorpore una sanción de prisión adicional a la de inhabilitación que ya prevé el Código para la prevaricación genérica.

IV.  RELACIÓN DEL URBANISMO Y LA CORRUPCIÓN POLÍTICA

La ineficacia de la sanción administrativa frente a las conductas contra la ordenación del territorio se ha debido, en parte, a que ha sido la propia Administración la que ha creado ámbitos de tolerancia cuando no de directo aprovechamiento de actividades contrarias al debido uso del planeamiento urbanístico.

Esta situación de extensión de las actuaciones corruptas en relación con la gestión urbanística no es reciente, ya la Circular 1/1990 del Fiscal General del Estado sobre la contribución del Ministerio Fiscal a la investigación y persecución de los delitos contra el medio ambiente, hacía referencia al riesgo derivado de la especulación, con grandes beneficios para quienes la promueven, así como, en ocasiones, la ausencia del debido control por parte de los Ayuntamientos, a veces más prestos a aliviar las carencias de las arcas municipales con los ingresos por licencias, que a velar por la debida ordenación del territorio y del medio ambiente.

Efectivamente, las cuestiones de recalificación del suelo, licitaciones de grandes y pequeñas obras públicas, autorizaciones y licencias urbanísticas conllevan en muchas ocasiones tal repercusión económica para los propios organismos públicos encargados de la gestión, que se favorece el desarrollo de comportamiento ilícitos tanto directamente por los responsables de la aprobación de las decisiones administrativas relativas a la planificación urbanística, como, en ocasiones, de forma indirecta por complacencia u omisión inaceptable de quienes deberían vigilar que los mismos no se produzcan.

El urbanismo, que curiosamente es uno de los motores económicos de nuestro país, constituye también una fuente creciente de criminalidad que, en algunas zonas, fundamentalmente del Mediterráneo, ha generado una problemática social gravísima frente a la cual la respuesta de la Administración de Justicia no ha sido en ocasiones lo suficientemente rápida y eficaz.

V.  INCREMENTO ESTADÍSTICO DE LOS DELITOS CONTRA LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Son esencialmente dos los tipos de delincuencia contra la ordenación del territorio, las construcciones ilegales a las que se refiere el art. 319 del Código Penal y la prevaricación urbanística que se tipifica en el art. 320.

Aunque es la actividad de informar, resolver o votar, la concesión de licencias o proyectos contrarios a la normativa urbanística, la que se relaciona más directamente con la corrupción, también se dan conductas excesivamente permisivas relacionadas con las conocidas como construcciones ilegales que pueden entrar, en ocasiones, directamente en supuestos de corrupción política.

Las estadísticas nos demuestran que la incoación de diligencias penales por estos delitos, cuyo aumento ya se ha ido constatando durante los últimos años, continúa una tendencia creciente. Como ejemplos estadísticos algunas Fiscalías, como Málaga, advierten un incremento en diligencias por este tipo de infracciones estos dos últimos años cerca del 50%, otras como Murcia tuvieron un incremento tan excepcional en 2005 que llegó al 102,3%.

El mayor número de denuncias relativas a este tipo de delincuencia se atribuye a la creciente sensibilidad social volcada en la intensa actividad de grupos ecologistas, en otros a la actividad de denuncia por parte de los Ayuntamientos ante la Fiscalía de aquellos asuntos de los tienen conocimiento relativos a actos de construcción sin licencia y parcelación de suelos urbanizables. De ello cabe deducir el decisivo papel que desempeñan tanto las asociaciones no gubernamentales, como las distintas administraciones en su labor de vigilancia de las construcciones en la prevención y denuncia de este tipo de infracciones.

Pero también, sin caer en la autocomplacencia, tengo que resaltar la labor que se ha realizado en las Fiscalías, mediante la creación inicialmente de especialistas en materia medioambiental cuya estructura acaba finalmente de concretarse legalmente, y sobre todo, desde un trabajo que la Fiscalía especial para la represión de los delitos económicos relacionados con la corrupción lleva años realizando en la lucha contra la delincuencia urbanística más grave.

Insisto en que se viene haciendo un buen trabajo desde hace tiempo, pero espero que la mejor concreción de la estructura organizativa del Ministerio Público que más adelante voy a exponer y una mejor dotación de medios e instrumentos permita incluso mejorar nuestra actividad.

VI.  PROBLEMAS ESPECÍFICOS DE ESTE TIPO DE DELITOS EN LOS TRIBUNALES

La Administración de Justicia se enfrenta en la investigación y enjuiciamiento de este tipo de actividades delictivas con problemas concretos que, en ocasiones no han sido resueltos con la celeridad suficiente.

La Memoria de la Fiscalía del año pasado destacaba ya algunas de las razones que han provocado en definitiva, lo que debemos reconocer que ha sido una insuficiente respuesta de la Administración de Justicia.

La Fiscalía de Málaga —como es sabido, una de las provincias más afectadas por este tipo de infracciones— ha luchado a través de la interposición sucesiva de recursos contra el problema concreto de suspensiones de actuaciones padecido en relación con el enjuiciamiento de delitos de prevaricación urbanística en los que están imputados en la mayoría de los supuestos miembros de la Corporación Municipal de Marbella, aunque no sea éste el único municipio afectado.

Las dificultades de entendimiento de algunas de las conductas de prevaricación urbanística, en cuando suponían un entramado de decisiones administrativas que además normalmente se encontraban pendientes de un recurso contencioso-administrativo que casi sin tregua era interpuesto por la Comunidad Autónoma, llevó a distintos órganos judiciales penales a ordenar la suspensión del enjuiciamiento penal, estimando la existencia de cuestiones prejudiciales administrativas de carácter devolutivo que eran sistemáticamente alegadas por las defensas de los acusados.

Ello ha retrasado y entorpecido la labor del derecho penal en esta materia. Estas suspensiones, que dieron lugar, como decía, a recursos interpuestos por el Fiscal, invocando la Jurisprudencia del Tribunal Supremo (SSTS 24 y 29 de julio de 2001 y 27 de diciembre de 2002), conforme a la cual «las cuestiones prejudiciales de cualquier orden jurídico que se planteen en el ámbito de un procedimiento penal han de ser resueltas por el órgano jurisdiccional penal», han sido consideradas finalmente por la Sección Octava de la Audiencia de Málaga en diciembre de 2004 improcedentes en el sentido indicado. La Audiencia ha admitido que aun cuando se den situaciones de prejudicialidad administrativa ello no supone que tengan que ser deferidas a la jurisdicción contenciosa, sino que deben ser resueltas por el propio órgano judicial penal.

De esta forma han vuelto a reactivarse los procedimientos iniciados, todos ellos por prevaricación urbanística del art. 320 del Código Penal, contra la anterior Corporación del Ayuntamiento de Marbella, de lo que resulta que durante el pasado año se formularan 13 escritos de acusación por el citado delito y contra la citada corporación, teniendo además otras 25 Diligencias Previas en fase de Instrucción, también por la misma infracción penal. Junto a ellos hay que destacar que se celebraron en 2005 también dos juicios por causas similares que han dado lugar a sentencias condenatorias.

VII.  OPERACIÓN MALAYA

Las investigaciones más actuales contra la nueva corporación son suficientemente conocidas por las informaciones periodísticas. Solo hace unos días que se ha hecho pública la segunda fase de la denominada «operación Malaya», que en su conjunto constituye una actuación del máximo calado, significativa sobre todo por dos motivos:

El primero es que esta actuación de la Justicia, en la que llevaba mucho tiempo trabajando la Fiscalía Anticorrupción, ha desencadenado una de las decisiones más graves que ha tenido que adoptarse en nuestra democracia, como es la disolución de una corporación municipal presuntamente parasitada por una auténtica organización criminal dedicada, entre otras cosas, a la expoliación de los recursos financieros municipales derivados de los usos urbanísticos. Algo así no puede dejar indiferente a nadie, y por supuesto implica directamente al Fiscal.

El segundo motivo es que ante aquellos hechos, el Gobierno de la Nación anunció una serie de medidas para combatir, con carácter general, la corrupción urbanística. Pues bien, el Ministerio Fiscal se había adelantado a la realidad y a la actualidad. Cuando en algunos medios se manejaba la idea de hacer frente a ese tipo de delitos creando una Fiscalía Especial, advertimos que ya teníamos dos. De hecho, como digo, la propia operación era en buena medida resultado de la actuación de la Fiscalía Anticorrupción y su delegado. Por otra parte, cuando el Gobierno preparaba aquellas medidas, acababa de tomar posesión de su cargo el nuevo Fiscal de Sala coordinador de Medio Ambiente y Urbanismo, cuya propuesta de creación como ya decía realicé en enero de 2005, de modo que aquella voluntad de buscar soluciones, fruto de la alarma colectiva, pudo traducirse en una respuesta rápida y de la máxima eficacia, dotando de medios personales y humanos a esa estructura de reciente creación.

VIII.  NECESIDAD DE PONDERACIÓN Y PRUDENCIA EN EL EJERCICIO DE ACCIONES PENALES

No debemos sin embargo generalizar y realizar juicios acelerados e infundados, debe advertirse que la prevaricación urbanística es un delito muy grave frente al que deben seguir observándose los principios básicos del Derecho penal, debiendo los Tribunales ponderar debidamente ya que no toda irregularidad urbanística supone la comisión de un delito. Existen situaciones de ilicitud urbanística que deben ser objeto de resolución e incluso de sanción por la jurisdicción contencioso-administrativa, a quien corresponde el control general de la legalidad de la actuación administrativa, reservando al conocimiento de la jurisdicción penal las conductas verdaderamente típicas.

Hago esta advertencia en el conocimiento de que se están produciendo actualmente denuncias de hechos relacionados con la ordenación del territorio debidas a comportamientos escasamente responsables de quienes a través de denuncias al adversario político pretenden obtener la fiscalización de la legalidad de determinados actos, obviando la jurisdicción contencioso-administrativa y consiguiendo una mayor trascendencia mediática además del descrédito de su contrincante en las urnas.

Para evitarlo es preciso que el Ministerio Público y los órganos judiciales agoten las vías de investigación para decidir si realmente existen o no indicios suficientes que justifiquen la incoación del correspondiente procedimiento judicial.

IX.  CREACIÓN DEL FISCAL DELEGADO EN MATERIA DE URBANISMO Y MEDIOAMBIENTE Y SECCIONES EN LAS FISCALÍAS TERRITORIALES

El compromiso que exprese al principio para empeñar mi esfuerzo en la lucha contra la delincuencia medioambiental ha exigido en primer lugar una optimización de la organización de la Fiscalía. La labor de la Fiscalía frente a la delincuencia urbanística y medioambiental tiene un significado específico atendidas las especiales características del bien jurídico protegido.

El bien jurídico protegido se trata de un interés tradicionalmente denominado colectivo o difuso. El sujeto pasivo, la víctima de estas infracciones es la colectividad, aunque en un determinado caso pueda haber un grupo afectado más directamente; por tanto es la colectividad, son todos los ciudadanos los que sufren el perjuicio derivado de estas actividades delictivas. De esta ausencia de víctimas concretas deriva la mayor relevancia de la función constitucional del Fiscal, que debe actuar en defensa de estos intereses generales, sin que generalmente existan personas directamente afectadas que ejerciten sus derechos como acusaciones particulares.

Nuestra responsabilidad en la lucha contra la corrupción es especialmente importante ya que la corrupción económica y política provoca una lamentable disminución en la credibilidad de las instituciones democráticas que deriva en una victimización colectiva que afecta a la sociedad en su conjunto.

Para fortalecer nuestra actividad tratamos de crear una estructura eficaz que, partiendo de una especialización basada en la formación y en la experiencia, consiga mejorar la actividad de los Fiscales, no solo con el ejercicio de las acciones penales y civiles en el proceso penal sino con un mayor conocimiento de toda la normativa urbanística y protectora del medio ambiente que les permita participar también en la actividad preventiva de la Administración.

Es bien conocido que antes incluso de la creación formal de secciones de medio ambiente, en la reciente modificación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal aprobada en la Ley 10/2006, de 28 de abril, que modifica la Ley de Montes, se habían organizado en la mayoría de Fiscalías de Tribunales Superiores y Audiencias Provinciales, servicios especiales en materia de medio ambiente. Los Fiscales que vienen desempeñando esta función y todos aquellos que han venido demostrando un interés y especial sensibilidad en la materia habían creado, ya en 2002 la conocida como Red de Fiscales de Medio Ambiente.

Estos Fiscales vienen en la mayoría de las Fiscalías territoriales encargándose de despachar las diligencias de investigación y las diligencias previas que se tramitan en relación los llamados delitos medioambientales.

Las organizaciones ecologistas y las Administraciones han reconocido su eficacia, ya que han afirmado que donde existen Fiscales especializados se facilita la comunicación y mejora el servicio público que debemos prestar a la sociedad. La especial dedicación nos permite además una constante relación con las distintas Administraciones Públicas con responsabilidades en la materia y también con las diversas organizaciones ecologistas.

Por estas razones podemos comprobar que las denuncias e informaciones sobre este tipo de delitos suelen cada vez más presentarse ante la Fiscalía. De forma que es precisamente toda la materia medioambiental y urbanística la que ocupa la mayor parte de la actividad investigadora autónoma del Ministerio Público. A través de las diligencias de investigación reguladas en el art. 773 de nuestra Ley procesal y en el art. 5 del nuestro Estatuto Orgánico, los Fiscales se encargan de dirigir y completar las investigaciones antes de concretar el ejercicio de acciones penales mediante la presentación de la correspondiente querella ante el órgano judicial.

La figura del Fiscal con conocimientos especializados presenta ventajas frente a los Juzgados de Instrucción, en los que no existe especialización y, al menos en abstracto, no se puede contar con conocimientos específicos del Juez Instructor. La especialización permite una investigación preliminar más ágil y eficaz que determina en muchos casos el buen resultado de las investigaciones y pueden condicionar finalmente el fallo tras el juicio oral.

Por ello, la reciente modificación de la Ley de Montes incorpora cambios en la redacción del art. 18 del EOMF para formalizar la existencia de esta especialización que ya venía funcionando. Se crean en todas las Fiscalías territoriales Secciones de medio ambiente, específicamente encargadas de la investigación y persecución de los delitos relativos a la ordenación del territorio, la protección del patrimonio histórico, el medio ambiente e incendios forestales, y se incorpora además un nuevo art. 18 quinquies instituyendo la figura del Fiscal de Sala de Medio Ambiente.

Esta es la norma que concreta una nueva organización de las Fiscalías y que, sin seguir la estructura de las Fiscalías especiales, como se concretaron en su momento la Fiscalía Antidroga o a la Fiscalía Anticorrupción, pretende una especialización y coordinación ejercitada desde una delegación de funciones del Fiscal General en un Fiscal de Sala que se encargará de la dirección y coordinación de las tareas de las Secciones especializadas creadas en las Fiscalías territoriales.

Estas secciones están integradas por un delegado de la jefatura que asumirá las funciones de dirección y coordinación en delitos contra el medio ambiente en su territorio, bien con carácter exclusivo o compartido con otras materias.

La mayor o menor amplitud de las Secciones dependerá de las dimensiones o las especialidades características del territorio de cada Fiscalía Territorial. La creación de secciones permite que, dada la diversidad de materias integradas en este sentido amplio de la delincuencia medioambiental, los Fiscales que en ellos se integren, sobre todo aquellos destinados en grandes poblaciones, se especialicen incluso más específicamente dentro de estas Secciones, de forma que contamos con Fiscales especializados en los delitos de incendios forestales o en los delitos contra la ordenación del territorio.

Además de esta especialización territorial, se pretende mantener la coordinación y la unidad de criterios a través de la figura del Fiscal de Sala delegado en materia de medio ambiente y urbanismo, en una nueva estructura general de la Fiscalía que basamos en los principios de especialización y coordinación vertical como ejes del cambio organizativo general del Ministerio Público que se concreta en la Instrucción 11/ 2005.

Este Fiscal de Sala, nombramiento que ha recaído en el Fiscal del Tribunal Supremo, Antonio Vercher Noguera, tiene no solo funciones de coordinación de las Secciones especializadas sino también competencias para la investigación de asuntos de especial importancia que el Fiscal General del Estado atendiendo a esa excepcionalidad le asigne, tramitando las correspondientes diligencias de investigación y participando directamente o través de los delegados en las instrucción que se realice en el Juzgado.

La nueva organización ha empezado su andadura, ya se han celebrado varias reuniones de fiscales especialistas y en un ejemplo de lo que es la contribución a la actividad protectora del medio ambiente desde la prevención, el Fiscal de Sala acaba de dirigirse a todos los alcaldes enumerando los vertederos ilegales de su municipio cercanos a bosques y espacios naturales advirtiendo del riesgo e instando a su clausura y control.

X.  NECESIDAD DE COORDINACIÓN CON LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN

Me gustaría destacar que, sin embargo, hay grandes tramas urbanísticas como la que actualmente se investiga en Marbella que quedan fuera del ámbito de actuación de estos especialistas de medio ambiente.

Como hemos observado en las últimas memorias y como hoy se ha puesto de manifiesto, la actividad urbanística deriva en ocasiones en actuaciones corruptas y nuestra experiencia avista claramente la necesidad de una coordinación entre las nuevas secciones de medio ambiente y los delegados de la Fiscalía Anticorrupción. Más aún, se observa que las grandes tramas de corrupción relacionadas con la gestión urbanística, fundamentalmente ejercida desde los Ayuntamientos, son en muchos casos competencia de la Fiscalía especial.

El nombramiento de un Fiscal de Sala delegado para la materia de medio ambiente y urbanismo y la creación de las secciones de medioambiente en las Fiscalías, hace necesaria una reorganización y distribución clara de las competencias de una y otra sección en relación con estas materias urbanísticas. Para ello ya hemos acordado procurar la máxima coordinación y comunicación entre delegados en una u otra materia, partiendo del hecho de que la competencia de la Fiscalía Anticorrupción se encuentra claramente delimitada en el Estatuto Orgánico y en las Instrucciones del Fiscal General del Estado, concretamente la semana pasada he publicado la Instrucción 4/2006 «sobre atribuciones y organización de la Fiscalía especial para la represión de los delitos económicos relacionados con la corrupción y sobre la actuación de los Fiscales especialistas en delincuencia organizada».

Conforme a estos textos la competencia general en materia de prevaricación urbanística se centra en las secciones de medioambiente y solo, cuando se den las circunstancias de que hayan sido cometidos por una organización o se alcance una especial relevancia económica junto al resto de los requisitos que determinan la competencia de la Fiscalía especial anticorrupción, se atribuirá el conocimiento de las diligencias a ésta.

Espero que esta nueva organización ayude, de alguna forma, a que nuestro medio ambiente esté mejor protegido, y a que la Administración ejerza debidamente la función de control que le corresponde en materia urbanística acabando con esos focos de corrupción que tanto escándalo y, lo que es más grave, pérdida de confianza en las instituciones democráticas han generado. Creo que el entusiasmo y la dedicación demostrada por la Fiscalía, pese a nuestra histórica limitación de medios, ha aportado ya algún resultado positivo, y con la nueva estructura confiamos en incrementar nuestra eficacia en la principal tarea de promoción: la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley.

Muchas gracias.







De la corrupción urbanística a la corrupción de la democracia 

Manuel ALCARAZ RAMOS 

Profesor Titular de Derecho Constitucional. Universidad de Alicante 




«Uno que es ciudadano en una democracia, no lo es muchas veces en una oligarquía...»

(ARISTÓTELES, Política. Libro 3.º, Cap. I)

«Abajo se hunden las ciudades empedradas de puños y de injurias»

(J. L. BORGES, Montaña)

I.  LA CUESTIÓN

Pocas materias preocupan tanto a la opinión pública española en los últimos tiempos como lo que, convencionalmente, hemos dado en llamar corrupción urbanística (1) . Y si digo «convencionalmente» es porque pienso que en tan amplia definición se incluyen tres situaciones distintas, aunque, a veces, se solapen o concurran:


	
- Comisión de delitos  (2)  relacionados directa o indirectamente con actuaciones urbanísticas o contra el medio ambiente. 

	
- Comisión de infracciones administrativas relacionadas con el urbanismo y que denotan, al menos, ausencia de la debida diligencia. 

	
- Actuaciones de políticos, técnicos o empresarios que, con independencia de caer en una de las dos anteriores categorías, son consideradas, de acuerdo con la cultura política más difundida en nuestra sociedad, como acreedoras del repudio moral  (3) . 



Pero, establecida la cuestión, avisaré inmediatamente de que se corre el riesgo cierto de enfrentar una maraña disgregada de situaciones indeseables  (4)  que no nos permitan apreciar el conjunto del problema. Así, no han escaseado las voces -a veces interesadas- que intentan asociar el fenómeno de la actual corrupción urbanística con otras formas de corrupción política  (5)  que se dieron en el pasado, cuando, en realidad, poco tienen que ver.

Más nos interesa, desde el inicio, dejar claro que la alusión a urbanismo en este contexto nos remite a las apreciaciones que el Tribunal Constitucional tuvo ocasión de delinear en la STC 61/1997: «el urbanismo, como sector material (...), alude a la disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico, lo que, en el plano jurídico, se traduce en la «ordenación urbanística”, como objeto normativo de las Leyes urbanísticas (...). Sin propósito definitorio, el contenido del urbanismo se traduce en concretas potestades (en cuanto atribuidas a/o controladas por Entes públicos), tales como las referidas al planeamiento, la gestión o ejecución de instrumentos planificadores y la intervención administrativa en las facultades dominicales sobre el uso del suelo y edificación, a cuyo servicio se arbitran técnicas jurídicas concretas; a lo que ha de añadirse la determinación, en lo pertinente, del régimen jurídico del suelo en tanto que soporte de la actividad transformadora que implica la urbanización y edificación. El contenido que acaba de enunciarse se traduce en la fijación de lo que pudiéramos llamar políticas de ordenación de la ciudad, en tanto en cuanto mediante ellas se viene a determinar el cómo, cuándo y dónde deben surgir o desarrollarse los asentamientos humanos, y a cuyo servicio se disponen las técnicas e instrumentos urbanísticos precisos para lograr tal objetivo». Como se ha afirmado, estas ideas permiten conceptuar al urbanismo como una «auténtica política pública», una, en realidad, de las más importantes de la actualidad  (6) . Lo que permite, y obliga, a procurar un acercamiento a los hechos desde esa perspectiva política omnicomprensiva. Al final de este artículo llegaremos por otras vías a la misma conclusión.

Desde esa óptica insistiré en la necesidad de hacer un esfuerzo intelectual por dejar claro que podemos hablar de una corrupción urbanística y no de una mera suma de dispersas corrupciones urbanísticas, siquiera sea porque solo desde esta intuición se podrán buscar medidas para acabar con ella. Pero si esta afirmación puede sostenerse deberá, al menos, basarse en dos premisas sobre las que después indagaré:


	
1.- La actual corrupción urbanística es la secuela directa de un modelo de desarrollo urbano y económico, profundamente basado en la insostenibilidad y en la aplicación a varias facetas de lo social  (7) , de manera radical, principios derivados del neoliberalismo  (8) , esencialmente en lo que supone de dirección privada en la gestión del territorio frente a la posible y deseable prioridad de la dirección pública  (9) . O, dicho de otra manera: los casos de corrupción urbanística no son el resultado puntual y aleatorio de una etapa de efervescencia constructora  (10) , sino que son el resultado inevitable de la manera dominante de gestión de esa etapa. Ello, desde luego, no puede entenderse en el sentido de que cada político o cada constructor de las zonas más activas en el boom inmobiliario sean unos corruptos, lo que es manifiestamente falso. Pero sí nos permite interpretar que, mientras que el tipo de gestión que se haga del momento económico sea el actualmente preponderante, la corrupción será algo mucho más presente y grave que unos cuantos ejemplos aislados. En todo caso, y abusando de un lenguaje necesariamente impreciso, denominaré a las actividades económico-constructivas que alimentan y se benefician del entramado que puede llegar a corromper relaciones políticas básicas como especulativas.


	
2.- La implantación de una auténtica ideología inmobiliaria justificadora de los procesos neodesarrollistas en curso y cuyos rasgos esenciales serían: 
	
- Aceptación de la inevitabilidad de ciertos comportamientos inmorales y/o ilegales como parte consustancial de un proceso de degradación territorial y urbana que, en sí mismo, se considera también inevitable y que excluye cualquier otra consideración como la conveniencia de una diversificación económica orientada, si fuera preciso, por los poderes públicos, un reparto igualitario de la riqueza y, sobre todo, el compromiso con el futuro, recuperando el sentido de un contrato social solidario con las generaciones por venir. 

	
- Atribución a determinados empresarios -en número variable según las zonas geográficas o los ámbitos de actuación- de la capacidad implícita de extorsionar a las poblaciones y a las instituciones con necesidades básicas, generando el discurso de que únicamente un modelo de urbanismo -precisamente el suyo- puede dar satisfacción a esas necesidades, arrojando un velo de ignorancia sobre otras experiencias. La mejor demostración de la falsedad del aserto es que, precisamente, el modelo dominante ni abarata ni consigue que existan suficientes viviendas  (11) . 

	
- Apropiación de los venerables discursos del progreso indefinido, confundiéndolos -una vez privados de consideraciones éticas- con el crecimiento ilimitado, contrario a cualquier conocimiento disponible en la actualidad sobre la sostenibildad de los territorios. 

	
- Generación de mecanismos de mediación que tratan de despolitizar las decisiones, poniendo el énfasis en la presunta autonomía de una casta de técnicos acríticos y funcionarios silenciados, a menudo ligados a los grupos económicamente dirigentes. 







De lo sostenido hasta el momento se deriva que la cuestión puede tener tal intensidad  (12)  y adoptar unos perfiles tan complejos, que, en determinadas zonas de España, más allá de la dispersión de casos, nos encontramos con un problema que afecta al conjunto de la vida democrática. Por todas estas vías la corrupción económica, la corrupción urbanística, se está convirtiendo en una auténtica corrupción de la democracia que merece una consideración específica.

Para demostrarlo trataré de establecer, primero, los que considero algunos elementos esenciales implícitos en la definición del Estado español como social y democrático de Derecho, como quiere el art. 1.1 de la Constitución. Lo que no es ocioso recordar, ya que ese carácter inicial del precepto nos informa sobre su doble faz de principio político-ideológico insoslayable al hablar de las características de la democracia en España y, a la vez, nos remite a la necesidad de dotarle de unos perfiles jurídico-políticos, propios del carácter racional-normativo de nuestra Carta Magna. Sentados esos elementos intentaré luego ofrecer una visión de conjunto del modelo de desarrollo urbanístico que, tal y como he indicado, creo que está en el origen nuclear de la corrupción y que, por ello, proporciona elementos que nos permitirán confrontar sus resultados con las quiebras de esos elementos esenciales del Estado social y democrático de Derecho.

II.  EL CONTEXTO: APUNTE SOBRE EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO

A mi modo de ver, una construcción teórica  (13)  del Estado social y democrático de Derecho, desde la perspectiva que nos guía, exige, al menos, de:


	
1.- Aspirar a que la política responda a algún tipo de esquema previo de valores que la haga susceptible de ser entendida como la realización de ciertos principios morales, inicialmente los que aparecen en el Preámbulo y en el Título I de la Constitución. 

	
2.- Autonomía de la política respecto de los poderes económicos, lo que exige de la existencia de un espacio público exento del dominio directo de las potestades privadas. O, dicho de otra manera: la economía de mercado, aunque constitucionalmente protegida, no se convierte en un axioma axiológico del conjunto del sistema político  (14) , no faltando sectores de la doctrina que criticaron la inclusión misma de la alusión al concepto  (15)  en el texto constitucional. En todo caso, la STC 1/1982 recordó que «a diferencia de lo que solía ocurrir con las Constituciones liberales del siglo XIX y de forma semejante a los que sucede con las más recientes constituciones europeas, existen varias normas destinadas a proporcionar el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica; el conjunto de todas ellas compone lo que suele denominarse la constitución económica o constitución económica formal. Ese marco implica la existencia de unos principios básicos del orden económico que han de aplicarse con carácter unitario». Con independencia de otras posibles consideraciones, de lo que no cabe duda es que esa «Constitución económica», en su desarrollo, debe estar subordinada a la realización de la igualdad. Igualdad ante la ley, garantizada por el del art. 14, pero también igualdad como aspiración y en proceso de construcción, según quiere el art. 9.2. que es precepto que anuda a su cumplimiento otros artículos de la Carta Magna, como ha indicado el Tribunal Constitucional, cuando invocó en la misma Sentencia la obligación de «dar relevancia a determinados puntos de vista entre los cuales descuella el principio del Estado social y democrático de derecho del art. 1.1, que informa una serie de disposiciones como el mandato del art. 9.2, que prescribe a los poderes públicos “promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas” y “remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud”, y el conjunto de los principios rectores de la política social y económica del Capítulo III del Título I, cuyo “reconocimiento, respeto y protección” informarán “la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos”, según dice el art. 53.3 de la Constitución, que impide considerar a tales principios como normas sin contenido y que obliga a tenerlos presentes en la interpretación tanto de las restantes normas constitucionales como de las leyes». 

	
3.- Políticas públicas activas que buscan la eficiencia del sistema económico evitando prácticas monopolistas y facilitando la igualdad material a través, especialmente, de acciones destinadas a la satisfacción de las necesidades más perentorias de los ciudadanos, para que estos no acaben por convertirse en serviles o manipulables. En última instancia creo que así puede ser interpretada, desde una plena integración del momento democrático con el momento social que quiso nuestro constituyente. 

	
4.- Adecuación de los principios generales expuestos a la materia urbanística, como sugiere algún pronunciamiento del Tribunal Constitucional, por ejemplo en la importante STC 61/1997, ya citada: «si bien la Constitución no define lo que haya de entenderse por urbanismo, sí proporciona, junto al derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada (art. 47 CE, párrafo primero), una serie de importantes principios rectores de la política, en este caso, urbanística, a las que han de atenerse en el ejercicio de sus respectivas competencias, los entes públicos, a saber: la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación (art. 47 CE, párrafo primero); y la participación de la comunidad en las plusvalías generadas por la acción urbanística de los entes públicos (art. 47 CE, párrafo segundo). Con arreglo a lo establecido en el art. 53.3, inciso primero, CE, el reconocimiento, el respeto y la protección de tales contenidos del art. 47 CE “informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos” (SSTC 19/1982, fundamento jurídico 6, y 45/1989, fundamento jurídico 4)». Los artículos citados, y aun otros, pueden ser interpretados como exigencias a los poderes públicos que éstos estarán ignorando o menospreciando si toleran -o favorecen- las prácticas especulativas; si así fuera se verificaría, en el ámbito local, una alarmante quiebra de los presupuestos del Estado social, que incidiría en la desprotección de sectores sociales débiles, lo que acabaría por relativizar el contenido material de la noción de ciudadanía para muchas de estas personas, al menos desde la perspectiva de la realización del valor igualdad. 

	
5.- Existencia de mecanismos estables de participación, reconocidos constitucional y legalmente. Según la acción combinada de los arts. 6 y 23.1 de la Constitución, los partidos políticos son los principales medios para articular la representación y por ello requieren de especiales garantías sobre la transparencia de su funcionamiento y financiación  (16) , así como la presunción de que responden al deseo de realización de algún tipo de programa e ideología. Pero ello no excluye otras formas y organizaciones para la participación e, incluso, la democracia exige la promoción de este pluralismo  (17)  con fórmulas participativas que favorezcan a la sociedad civil. 

	
6.- Instituciones y ciudadanos sometidos a la Constitución y al imperio de la ley, según las diversas alusiones directas contenidas en el texto constitucional. 



III.  CORRUPCIÓN URBANÍSTICA Y CRISIS DEMOCRÁTICA

Planteado este horizonte constitucional de la democracia española, deberé ahora indicar cómo todo ello, de una u otra manera, se quiebra, o, al menos, se relativiza en determinados ámbitos, cuando la especulación urbanística se convierte en un fenómeno generalizado.

Frente a lo que sucede con otras clases de negocios, que se superponen en una trama económica desplegada en un determinado marco geográfico o que, incluso, pueden prescindir de territorio en cuanto que base física de la acción productiva, en el caso que nos ocupa, son la ciudad y el territorio la misma esencia, la materia misma del negocio. Este hecho se lleva al paroxismo en zonas en las que la economía es débil o poco diversificada  (18) . Igualmente, la penetración intensiva de la economía preferentemente inmobiliaria puede ser especialmente negativa cuando entra en contacto con otras fuentes tradicionales de riqueza en crisis por inadaptación a los nuevos horizontes de la globalización, por falta de apoyo, inversión en I+D o, simplemente, cuando la rentabilidad de industrias tradicionales es más baja en el corto y medio plazo que la que aporta la construcción, que consigue desviar capitales con la consecuente descapitalización de las otras actividades  (19) .

A través de todos estos procesos se opera, en la práctica, una transferencia de buena parte del control del territorio desde los poderes públicos a los grandes señores del suelo y del ladrillo: la ciudad se pone a su servicio, se acaba la autonomía sobre partes sustantivas de su base física, o, si se prefiere, con la autonomía local en sentido material, e incluso, con aspectos esenciales de la misma autonomía municipal formal prevista en los arts. 137, 140 y 141 CE.

La delimitación del concepto mismo de autonomía municipal  (20)  es tarea complicada, según lo ha reconocido en alguna ocasión el Tribunal Constitucional, por ejemplo en la STC 159/2001: «En la medida en que el constituyente no predeterminó el contenido concreto de la autonomía local, el legislador constitucionalmente habilitado para regular materias de las que sea razonable afirmar que formen parte de este núcleo indisponible podrá, ciertamente, ejercer en uno u otro sentido su libertad inicial de configuración, pero no podrá hacerlo de manera que establezca un contenido de la autonomía local incompatible con el marco general perfilado en los arts. 137, 140 y 141 CE. So pena de incurrir en inconstitucionalidad por vulneración de la garantía institucional de la autonomía local, el legislador tiene vedada toda regulación de la capacidad decisoria de los entes locales respecto de las materias de su interés que se sitúe por debajo de ese umbral mínimo que les garantiza su participación efectiva en los asuntos que les atañen y, por consiguiente, su existencia como reales instituciones de autogobierno».

Ello se convierte en algo especialmente relevante al relacionar autonomía municipal con prácticas urbanísticas  (21) : «El legislador competente para dictar la normativa urbanística (...), goza de libertad a la hora de determinar la participación de los entes locales en la actividad urbanística siempre que respete un núcleo mínimo identificable de competencias que haga reconocibles aquellos entes como una instancia decisoria autónoma. Pues bien, de ese núcleo no forma parte la competencia para la aprobación definitiva de los planes urbanísticos, ya que la autonomía local solo obliga a que existan competencias municipales relevantes y reconocibles en la ordenación y en el planeamiento urbanístico, como las que se ejercer en las fases de aprobación inicial y provisional».

Pero la especulación no quiere saber de jurisprudencia y provoca, enquistándose en las ambigüedades legales, una paradoja: en la misma medida en que una abstracta «autonomía» se invoca por algunos alcaldes como justificación de la perpetración de atentados contra un urbanismo racional o contra el medio ambiente, surgen las voces que reclaman un alejamiento en la toma de decisiones urbanísticas de los Ayuntamientos e, incluso, de las Comunidades Autónomas. Discrepo de estas opiniones: más allá de la mejora en las técnicas de cooperación entre las diversas Administraciones públicas y de la deseable colaboración política entre ellas, podemos preguntarnos qué clase de autonomía sería aquella que no pudiera disponer sobre el territorio considerado como sustento físico de sus políticas, y más cuando, como queda dicho, ya ha sido muy matizada por vía legal y jurisprudencial.

Por otro lado tengo la impresión que un distanciamiento entre los empresarios y los políticos locales podría proporcionar la sensación de una mejora a corto plazo, pero que, a medio y largo plazo, plantearía nuevos y graves problemas: dado el mismo modelo de crecimiento se generaría una economía inmobiliaria oligopolista en el conjunto del Estado, previsible-mente unida a grandes grupos financieros o relacionados con la distribución de energía o con otros sectores estratégicos, que estarían en situación de condicionar de manera muy preocupante las decisiones políticas del Estado y que podría contar fácilmente con extensiones locales, con sucursales que, en definitiva, incrementarían su poder actual.

Volviendo a la línea argumental central, se ha dado en denominar urbanismo de promotor a esa dinámica en la que los grandes constructores se sitúan en condiciones objetivas de alcanzar decisiones siempre favorables a sus intereses, por encima de cualquier otra consideración de interés público. Es el promotor, así, el que va haciendo las piezas urbanísticas de la ciudad, apenas sujeto a unos instrumentos de planeamiento débiles y fácilmente maleables. En ese proceso, que tendencialmente se aleja de unos objetivos globales legibles por la ciudadanía, se opera la gran paradoja: la construcción de esas piezas deshace la ciudad como totalidad, como proyecto común.
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